En Barcelona a doce de marzo del año dos mil dos.

LA SECCION 2ª DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL

SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA, constituida para el examen de este caso, ha pronunciado

EN NOMBRE DE S.M. EL REY, la siguiente sentencia en el recurso de apelación, número 130 del año

2.000, seguido entre partes; como apelante Ayuntamiento de Viladecans, representado por el Procurador

de los Tribunales Don Francesc R. C. y asistido por el Letrado Sr. Don Modest S. S., y como apelante

adherido Don Isidre D. R. Don Jordi D. A., representados por el Procurador Don Iu R. C. y asistidos por

el Letrado Sr. Carles P.-S. A.; y como apelado Jurado de Expropiación de Catalunya, representado y

asistido por el Sr. Letrado de la G.; versando el proceso sobre expropiación.

ANTECEDENTES DE HECHO:

PRIMERO.- La parte actora en el presente recurso ha interpuesto recurso de apelación contra la

sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo n° 9 de los de Barcelona de 1 de junio del 2.000.

SEGUNDO.- Siendo admitido en un sólo efecto, por el Tribunal de instancia, con remisión de las

actuaciones a este Tribunal previo emplazamiento de las partes; personándose en tiempo y forma apelante

y apelado.

TERCERO.- Desarrollada la apelación se señaló día y hora para votación y Fallo, que ha tenido lugar el

día 20 de febrero en curso.

CUARTO.- En la sustanciación del presente procedimiento se han observado y cumplido las

prescripciones legales .

Siendo ponente la Ilma. Sra. Magistrada Dª MARIA FERNANDA NAVARRO DE ZULOAGA.

FUNDAMENTOS DE DERECHO:

PRIMERO.- Se impugna en el presente proceso por la parte recurrente la legalidad de la sentencia del

Juzgado de lo Contencioso Administrativo n° 9 de los de Barcelona de 1 de junio del 2.000 que acuerda

estimar parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto por los Sres. Isidre D. R. y Jordi

D. A. contra el acuerdo del Jurado de Expropiación de Catalunya de 6 de julio de 1.999 y 19 de octubre

de 1.999, respecto a las siguientes partidas: a) Al Sr. Isidre D. R. le corresponderá la cantidad de

6.521.920 pesetas por precio del suelo. Se mantiene la cantidad fijada por precio de edificaciones que no

ha sido impugnada b) al Sr. Jordi D. A. le corresponderá la cantidad de 5.190.000 pesetas por precio de

traslado. A estas sumas deberán aplicarse los intereses legales de demora correspondientes por Ley a

ambos expropiados. Del pago de dichas indemnizaciones responderá exclusivamente la Administración

expropiante.

SEGUNDO.- Al objeto de centrar adecuadamente la cuestión a dilucidar, fijación del justiprecio, es

preciso partir de las siguientes consideraciones:

1. Aún cuando la, legislación a aplicar es la propia sobre régimen del suelo y valoraciones no puede

dejarse de considerar la legislación en materia urbanística.

2. La ejecución del planeamiento, afecte a polígonos completos o no sólo a sistemas generales o alguno

de sus elementos mediante actuaciones aisladas puede realizarse mediante cualquiera de los sistemas de

actuación previstos en la legislación urbanística: de compensación, cooperación o expropiación. Pero no

puede olvidarse que cualquiera que sea el sistema escogido constituye uno de los principios que informan

la competencia urbanística en orden a régimen del suelo, tal y como reza el artículo 3.21 del D.L 1/90, de

12 de julio, impedir la desigual atribución de los beneficios y cargas del planeamiento entre los

propietarios afectados imponiendo la justa distribución. Y que duda cabe que tanto en el sistema de

cooperación como en el de compensación los mecanismos que han de permitir tal distribución se hallan

perfectamente expresados en la legislación urbanística. La cuestión se plantea con mayor crudeza cuando

el sistema elegido, por el cual la Administración va a ejecutar una determinación del plan, resulta el de

expropiación.

3. Sin embargo, y aún cuando en estos supuestos las partes afectadas refieren tal circunstancia a una

suerte de "lotería del planeamiento", es preciso integrar también en este sistema de ejecución tal principio

informador, sin que los resultados hayan de alejarse apreciablemente unos de otros.

4. Y ello es así por cuanto para ello hemos de partir de las siguientes consideraciones: En primer lugar,

que el valor catastral al que hace referencia el artículo 28 de la Ley 6/98 se fija con referencia al valor de

mercado de aquellos, habida cuenta lo establecido en la propia LHL en el artículo 66.2. No obstante,

cuando la valoración catastral se ha obtenido considerando el suelo como afectado a sistemas generales la

valoración catastral, aún fijándose en la valoración de mercado (pues ciertamente no es la misma

valoración la de un suelo apto para edificar que la de un suelo calificado como zona verde u otra), es lo

cierto que no atiende ya a aquel principio informador de la gestión urbanística, cual es la justa

distribución de beneficios y cargas.

En este supuesto, podemos encontrarnos ante una valoración catastral perfectamente vigente y ajustada al

planeamiento pero que se aleja en su actuación del principio informador tantas veces referido.

5. En este supuesto, y dado que la valoración catastral se halla vigente, pero al mismo tiempo incorpora

en sí misma una minusvaloración del suelo, al venir establecida en relación a la calificación de suelo

afectado de vial, minusvaloración que no puede corresponder al propietario en exclusiva, es preciso

referir la valoración del bien al promedio de la valoración catastral del entorno, ya que de lo contrario se

incumpliría la obligación de equi-distribución de beneficios y cargas derivados del planeamiento.

6. Ello exigirá, pues, la realización de un dictamen pericial complementario al objeto de obtener ese valor

catastral promedio del entorno, y de acuerdo a la normativa de valoraciones referida, dictamen que habrá

de realizarse en ejecución de sentencia.

7. En relación a la valoración correspondiente al Sr. Jordi D. A. la Administración apelante no entra en la

consideración concreta de las partidas que ha sido asumidas en la sentencia sino en la consideración

misma del derecho, en cuanto entiende que el traslado fue anterior y por consiguiente ningún derecho

ostenta. Sin embargo, y como bien dice la sentencia, este motivo no puede prosperar ya que la aprobación

definitiva se produce el 22.12.94 (así lo indica el perito del Jurado en el folio n° 346 del expediente) y el

contrato de arrendamiento suscrito es de 1.4.95, con numerosas obras y facturas de acondicionamiento

posteriores a aquella fecha. En cuanto al prendo de afección procede remitirse a lo dispuesto en el artículo

47 de la LEF.

Procede pues la estimación parcial del presente recurso en los términos referidos en estos dos últimos

números.

TERCERO.- No procede expresa imposición de las costas procesales a tenor de lo dispuesto en la Ley de

la Jurisdicción Contencioso Administrativa en su artículo 139.2.

FALLAMOS

PRIMERO.- Que debemos estimar y estimamos parcialmente el presente recurso de apelación en los

términos referidos en el fundamento de derecho segundo, y concretamente en sus dos últimos números.

SEGUNDO.- No procede expresa imposición de las costas procesales a tenor de lo dispuesto en la Ley de

la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Así por esta nuestra Sentencia, de la que se unirá certificación al presente recurso, lo pronunciamos,

mandamos y firmamos.

PUBLICACIÓN: Leída y publicada ha sido la anterior Sentencia por la Ilma Magistrada ponente estando

la Sala celebrando audiencia pública en el mismo día de su pronunciamiento, doy fé.
